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Bonilla Ortiz, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 11 de septiembre de 

2018. 

Comparece el Sr. Reynaldo Arroyo Ortiz (Sr. Arroyo) 

mediante recurso de revisión judicial presentado el 29 

de mayo de 2018. Solicitó la revisión de una Resolución 

dictada por el Departamento de Corrección y 

Rehabilitación (Corrección) mediante la que denegó su 

solicitud de pase inicial.  

Por los fundamentos que se exponen a continuación, 

CONFIRMAMOS el dictamen recurrido. 

I. 

El Sr. Arroyo se encuentra confinado en la 

institución correccional de Ponce. Este se encuentra 

extinguiendo una condena de noventa y nueve años (99) 

años por asesinato en primer grado y otros delitos por 

los que fue sentenciado. 

Luego de extinguir 21 años de su sentencia, el Sr. 

Arroyo solicitó ser considerado para el pase inicial. 
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Dicha petición fue referida al Comité de Clasificación 

y Tratamiento. 

El 10 de abril de 2018 Corrección determinó no 

conceder el pase inicial solicitado por el Sr. Arroyo.   

Oportunamente, el Sr. Arroyo solicitó 

reconsideración. Alegó que, en virtud del Reglamento 

para la Concesión de Permisos a los Confinados para Salir 

o Residir fuera de las Instituciones Penales del Estado 

Libre Asociado, Reglamento Núm. 4851, cumplía con los 

requisitos para el pase inicial.  

La solicitud de reconsideración fue denegada el 25 

de abril de 2018, recibida por el Sr. Arroyo el 14 de 

mayo de 2018. 

Inconforme, el Peticionario presentó el recurso que 

nos ocupa y señaló los siguientes errores: 

Erró la Sra. Tanya De Jesús Larriu de la 

Oficina de Programas y Servicios en No 

recomendar mi pase inicial conforme al 

Reglamento de Pases 4851 del 2 de diciembre de 

1992 y no el Plan de Reorganización Núm. 2 del 

21 de noviembre de 2011. 

Erró la Sra. Tanya De Jesús en aplicarme el 

Plan de Reorganización Núm. 2 del 21 de 

noviembre de 2011. No se puede aplicar para 

afectarme retroactivamente pues violaría las 

leyes ex post facto. 

Vencido el término, Corrección no presentó su 

alegato por lo que disponemos del presente recurso sin 

el beneficio de su comparecencia. 

II. 

-A- 

La Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico, Ley Núm. 201-2003, establece que como 

Tribunal de Apelaciones estamos facultados para revisar 

las “decisiones, órdenes y resoluciones finales de 
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organismos o agencias administrativas”. Art. 4006(c) 4 

LPRA sec. 24(y)(c).  

La Ley de Procedimiento Administrativo del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico, Ley Núm. 28-2017 (LPAU), 

delimita el alcance de la revisión judicial de las 

decisiones administrativas. 

En cuanto al estándar de revisión que este tribunal 

debe observar al evaluar los recursos de revisión 

judicial presentados al amparo de la LPAU, destacamos 

que, por razón de la experiencia y pericia de las 

agencias respecto a las facultades que se les han 

delegado, debemos considerar con gran deferencia las 

decisiones de los organismos administrativos. Batista, 

Nobbe v. Jta. Directores, 185 DPR 206, 215 (2012). Por 

consiguiente, en el ejercicio de esa deferencia, las 

decisiones de las agencias administrativas tienen una 

presunción de legalidad y corrección que los tribunales 

deben respetar mientras que la parte que las impugna no 

produzca suficiente evidencia para derrotarlas. Íd. 

En síntesis, la revisión judicial de las 

determinaciones administrativas está limitada a 

determinar si la actuación del foro administrativo fue 

razonable y cónsona con el propósito legislativo o si, 

por el contrario, fue irrazonable, ilegal o si medió 

abuso de discreción. Parque Ecuestre v. Junta, 163 DPR 

290, 299 (2004); T-Jac, Inc. v. Caguas Centrum Limited, 

148 DPR 70, 80 (1999).    

Así pues, la revisión judicial de una decisión 

administrativa se circunscribe a determinar si: 1) el 

remedio concedido por la agencia fue apropiado; 2) las 

determinaciones de hechos de la agencia están sostenidas 

por evidencia sustancial que obra en el expediente 
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administrativo; y 3) las conclusiones de derecho fueron 

correctas.  Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409 (2003).   

Como foro revisor lo que nos corresponde es 

determinar si la agencia actuó arbitraria, ilegal o de 

manera tan irrazonable que su actuación constituyó un 

abuso de discreción.  Rivera Concepción v. ARPE, 152 DPR 

116 (2000); Fac. C. Soc. Aplicadas, Inc. v. C.E.S., 133 

DPR 521 (1993). En ese sentido, las decisiones de los 

organismos administrativos merecen la mayor deferencia 

judicial.  Otero v. Toyota, 163 DPR 716 (2005). Por esa 

razón, tanto los procesos administrativos como sus 

determinaciones de hechos, están cobijados por una 

presunción de regularidad y corrección. Vélez v. ARPE, 

167 DPR 684 (2006).     

Esa presunción de regularidad y corrección debe ser 

respetada por los tribunales mientras la parte que la 

impugne no produzca evidencia suficiente para 

derrotarla.  Misión Ind. PR v. JP, 146 DPR 64 (1998). 

-B- 

Sabido es que la Sec. 12 del Art. II de nuestra 

Constitución prohíbe la aplicación de leyes ex post 

facto. Art. II, Sec. 12, Const. ELA, LPRA, Tomo 1. 

González v. ELA, 167 DPR 400, 408 (2006). Según ha 

interpretado el Tribunal Supremo, existen cuatro tipos 

de estatutos que se han catalogado como ex post facto, 

en términos de la aplicación de esta norma. Éstas son:   

[L]as leyes que: (1) criminalizan y castigan 

un acto que al ser realizado no era delito; 

(2) agravan un delito o lo hacen mayor de lo 

que era al momento de ser cometido; (3) 

alteran el castigo imponiendo una pena mayor 

que la fijada para el delito al momento de ser 

cometido, y (4) alteran las reglas de 

evidencia exigiendo menos prueba que la 

requerida por ley al momento de la comisión 

del delito para castigar al acusado o 

reduciendo el quantum de evidencia necesario 
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para encontrarlo culpable. González v. ELA, 

supra.   

El propósito de la prohibición de leyes ex post 

facto es garantizar a los ciudadanos que los estatutos 

proveerán una advertencia adecuada de la conducta a 

prohibirse y sus consecuencias penales antes de que se 

incurra en dicha conducta. Sin embargo, precisa aclarar 

que esta protección contra leyes ex post facto se activa 

únicamente cuando se pretenda aplicar una ley penal de 

forma retroactiva cuando la ley vigente al momento de la 

comisión del acto resulte más favorable. González v. 

ELA, supra; Corretger v. Adm. Corrección, 172 DPR 320 

(2007).  

Así pues, para cuestionar la aplicabilidad de una 

ley al amparo de esta doctrina se requiere, no sólo que 

se haya aplicado una ley retroactivamente, sino también 

que la ley aplicada resulte más onerosa que la vigente 

al momento de la comisión del acto. González v. ELA, 

supra, págs. 408-409.  

Cabe señalar también que la referida protección 

constitucional no alcanza actos judiciales, estatutos 

civiles, órdenes administrativas, reglas o leyes de 

carácter procesal ni declaraciones de política pública. 

González v. ELA, supra, págs. 409– 410; Pueblo v. 

Thompson Faberllé, 180 DPR 497, 504 (2010).  

Esta prohibición alcanza únicamente a aquellos 

estatutos que perjudican o desprotegen a una persona que 

enfrenta un procedimiento penal. Collins v. Youngblood, 

497 US 37, 42 (1990). Es decir, debe tratarse de un 

estatuto que penaliza una conducta que antes no era 

penalizada o que hace una pena más gravosa para un 

convicto. Íd.   
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Para que una ley penal o reglamento administrativo 

sea considerado como Ex Post Facto debe ser aplicado 

retroactivamente y ser más oneroso que la disposición 

legal vigente a la fecha en que se cometió el delito. 

González v. ELA, supra, pág. 409. La aplicación 

retroactiva de leyes aprobadas con posterioridad a la 

comisión de los actos delictivos no viola la referida 

protección constitucional siempre que dicha ley o 

reglamento no aumente la pena que se le impuso al 

confinado por la comisión de los delitos o presente 

suficiente riesgo de incrementar dicha pena. Pueblo v. 

Candelario Ayala, 166 DPR 118, 122 (2005).  

-C- 

El Plan de Reorganización del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación del 2011 (Plan de 

Reorganización Núm. 2-2011), 3 LPRA Ap. XVIII, derogó la 

Ley Orgánica de la Administración de Corrección, Ley 

Núm. 116 de 22 de julio de 1974, 4 LPRA sec. 1101 et 

seq. (Ley Orgánica de la Administración de Corrección), 

entre otras leyes relacionadas. Mediante el Plan de 

Reorganización Núm. 2-2011, se creó el Departamento de 

Corrección y Rehabilitación como el organismo 

responsable de implantar la política pública relacionada 

con el sistema correccional y de rehabilitación de 

adultos y menores, así como de la custodia de todos los 

ofensores y transgresores del sistema de justicia 

criminal del país. Véase: Artículo 4 del Plan de 

Reorganización Núm. 2-2011.  

Según el Plan de Reorganización Núm. 2-2011, el 

Secretario de Corrección velará que se le asegure a la 

clientela el fiel cumplimiento de ciertos derechos. 

Entre éstos, participar en programas de rehabilitación, 
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tratamiento, estudio o trabajo que sean compatibles con 

su proceso de reintegración a la sociedad y sujeto a la 

previa evaluación correspondiente.  Véase: Artículo 9 

del Plan de Reorganización Núm. 2-2011. 

Consonó con lo anterior, el Artículo 68 del Plan de 

Reorganización Núm. 2-2011, estatuye como parte de sus 

disposiciones transitorias, que todos los reglamentos 

que gobernaban la operación de las funciones y programas 

de las diferentes agencias componentes de Corrección que 

estuvieran vigentes a la fecha de efectividad de la 

transferencia y que fueran compatibles con el plan, 

continuarían en vigor hasta que el Secretario los 

destituyera, enmendara o derogara, conforme a la ley.  

Así, el Reglamento para la Concesión de Permisos a 

los Confinados para Salir o Residir Fuera de las 

Instituciones Penales del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico, Reglamento Núm. 4851 del 18 de diciembre de 

1992 (Reglamento Núm. 4851) se aprobó en virtud de la 

autoridad delegada a Corrección por la derogada Ley 

Orgánica de la Administración de Corrección.  

No obstante, el Reglamento Núm. 4851 fue anulado y 

sustituido por el Reglamento Núm. Núm. 7156 del 1 de 

julio de 2006. Posteriormente, dicho reglamento fue 

sustituido por el Reglamento Núm. 7595 del 24 de octubre 

de 2008, conocido como el Reglamento para la Concesión 

de Permisos a los Miembros de la Población Correccional 

para Salir o Residir Fuera de las Instituciones 

Correccionales del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 

Actualmente, el Reglamento Núm. 7595 está vigente y en 

su Artículo VII, excluye de la concesión de permiso sin 

custodia a los confinados sentenciados por Ley de Armas, 
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la Ley Núm. 137 de 3 de junio de 2004 y los confinados 

incluidos en la Ley Núm. 49 de 26 de mayo de 1995. 

 

 

Por otra parte, en lo aquí pertinente, en el 1995 

se enmendó la hoy derogada Ley Orgánica de la 

Administración de Corrección. La referida enmienda fue 

a los efectos de establecer los criterios de 

elegibilidad para que los confinados pudieran participar 

de los programas de supervisión electrónica y desvío. En 

particular, se establecieron los siguientes criterios de 

inelegibilidad para participar de los programas: 

No serán elegibles para participar en los 

programas de desvío o tratamiento y 

rehabilitación establecidos por la 

Administración de conformidad con las 

facultades que le confiere esta Ley, ni en el 

Programa de Hogares de Adaptación Social, las 

siguientes personas: 

 

a. Toda persona convicta que esté cumpliendo 
sentencia por los siguientes delitos: 

 

(1) asesinato; violación; incesto; sodomía o 
actos lascivos o impúdicos cuando la 

víctima fuera menor de catorce (14) años; 

[…] 

III. 

En el presente caso, el Sr Arroyo señaló que 

Corrección cometió error al no recomendar su pase 

inicial a pesar de que cumple con los requisitos 

dispuestos en el Reglamento 4851 y al aplicarle el Plan 

de Reorganización Núm. #2 de 2011 en violación a la 

protección constitucional contra leyes ex post facto. No 

le asiste la razón.  

Según los hechos de este caso, el Sr Arroyo fue 

sentenciado en el año 1997 y se encuentra cumpliendo una 

sentencia de 99 años por los delitos de asesinato en 

primer grado, tentativa de asesinato y violación a la 
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Ley de Armas de Puerto Rico. Conforme al derecho antes 

citado, el Reglamento Núm. 4851 permaneció vigente a 

pesar de la aprobación del Plan de Reorganización del 

2011, ello por virtud del Artículo 68 del referido Plan.  

Ahora bien, en 1995, antes de que el Sr. Arroyo 

fuera sentenciado, se enmendó la Ley Orgánica de la 

Administración de Corrección. Dicha enmienda estableció 

los requisitos para que los confinados pudieran 

disfrutar de los distintos programas, y a su vez, 

determinó los criterios de ilegibilidad.  

Así las cosas, como consecuencia de dicha enmienda 

y de los delitos por los que el Sr. Arroyo fue 

sentenciado, tanto por el Reglamento 4851 como por el 

Plan de Reorganización Núm. 2 del 2011, este quedó 

excluido de participar en los programas de desvío o 

privilegio de pase familiar. 

La actuación de Corrección en este caso no 

incrementa la pena que se le impuso al recurrente por la 

comisión del delito de asesinato y violación a la Ley de 

Armas, por lo que no se considera que Corrección haya 

actuado en detrimento de la protección de leyes ex post 

facto. Cabe puntualizar que lo aquí solicitado es un 

permiso de pase inicial, el cual no es concedido como un 

derecho, ni como una merced, sino como una medida de 

tratamiento individualizado para el confinado. 

Es hartamente conocido que los organismos 

administrativos cuentan con el conocimiento experto de 

los asuntos que les son encomendados, por lo que sus 

decisiones merecen la mayor deferencia judicial.  Al 

momento de revisar una decisión administrativa, el 

criterio rector es la razonabilidad de la actuación de 

la agencia. La revisión judicial de determinaciones 
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administrativas ha de limitarse a evaluar si la agencia 

actuó de manera arbitraria, ilegal, irrazonable, o fuera 

del marco de los poderes que se le delegaron.  

Cónsono con lo anterior, concluimos que el Sr. 

Ayala no demostró que la determinación de Corrección 

haya sido irrazonable o fuera del marco de los poderes 

que se le delegaron, por lo que no se justifica nuestra 

intervención. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, CONFIRMAMOS el 

dictamen recurrido.  

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


